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Sobre: 

Inelegibilidad a los 
Beneficios de 

Compensación por 
Desempleo  
Secciones 4(b)(3) de la 

Ley de Seguridad de 
Empleo de Puerto 
Rico, según 

enmendada 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Lebrón Nieves, la Juez 

Barresi Ramos y la Jueza Santiago Calderón  

Santiago Calderón, Jueza Ponente 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de agosto de 2024. 

 Comparece ante nos el señor Víctor M. Rivera Pérez (señor 

Rivera Pérez o recurrente) mediante recurso de Revisión de Decisión 

Administrativa presentado el 7 de junio de 2024. Con su recurso, el 

señor Rivera Pérez presentó una Solicitud y Declaración para que se 

Exima de Pago de Arancel por Razón de Indigencia. Luego de 

examinar la Declaración, acogemos la solicitud del recurrente y lo 

autorizamos a litigar In Forma Pauperis.  

El recurrente nos solicita que revoquemos la resolución 

emitida el 10 de mayo de 2024 por el Secretario del Trabajo y 

Recursos Humanos (DTRH o Secretario), en la que confirma la 

determinación de inelegibilidad para recibir los beneficios de 

compensación por desempleo. 

Número Identificador 

SEN2024 _________ 
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 Luego de evaluar los méritos del recurso y considerar la 

postura del Procurador General de Puerto Rico, resolvemos 

confirmar la resolución recurrida. 

I. 

 
 El recurrente trabajaba para Norbith Corp. (patrono) donde se 

desempeñaba en el área de Dairy durante siete (7) años. En octubre 

de 2023 el patrono despidió al recurrente. El señor Rivera Pérez 

solicitó los beneficios de compensación de seguro por desempleo. El 

10 de abril de 2023, el DTRH notificó la determinación de 

inelegibilidad para recibir los beneficios de compensación por 

desempleo, por haber incurrido en conducta incorrecta en relación 

con su empleo. Insatisfecho, el recurrente radicó la Solicitud de 

Audiencia ante la División de Apelaciones del DTRH. El 2 de febrero 

de 2024, se celebró la audiencia vía telefónica ante la árbitra 

designada, el recurrente, y la señora Ashley Ramos, quien es 

representante del patrono.   

El 23 de febrero de 2024, la División de Apelaciones del DTRH 

emitió una Resolución, notificada el 5 de abril de 2024, en la cual 

confirmó la determinación del Negociado de Seguridad de Empleo 

(NSE) del DTRH, en cuanto a que el recurrente era inelegible para 

recibir los beneficios de compensación de seguro por desempleo, 

conforme dispone la Sección 4 (b)(3) de la Ley de Seguridad de 

Empleo de Puerto Rico1. 

La árbitra realizó las siguientes Determinaciones de Hecho: 

1. La parte reclamante trabajó para Norbith Corp. donde se 
desempeñaba en el área de Dairy durante 7 años 
aproximadamente. 

2. El reclamante fue despedido, ya que violó una norma de 
la compañía. 

3. El reclamante sostuvo una relación con una compañera 
de trabajo; eventualmente, la fémina se querella en un 
cuartel de la policía por Hostigamiento Sexual y Violencia 
Doméstica. 

4. En la investigación que realiza patrono, éste descubre que 
hubo eventos en contra de sus políticas que acontecieron 
en el área de trabajo; tales eventos implicaron al 

 
1 29 LPRA sec. 704. 
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reclamante y a la fémina que se querelló en contra de éste 
y a su vez, empleada de patrono. 

5. El reclamante, en el proceso judicial se declara culpable 
de tres cargos bajo la Ley 54 de 15 de agosto de 1989. Por 
otro lado, las normas de la empresa prohíben el 
Hostigamiento Sexual y la Violencia Doméstica. 

Inconforme, el 10 de abril de 2024, el recurrente presentó 

apelación ante el DTRH; y, el 10 de mayo de 2024, el DTRH confirmó 

la Resolución apelada. El 15 de mayo de 2024, el señor Rivera Pérez, 

solicitó la reconsideración. El 21 de mayo de 2024, el DTRH denegó 

la misma.  

Ante dicho dictamen, el señor Rivera Pérez recurre ante este 

foro apelativo, por derecho propio, de forma pauperis y con anejos 

incompletos. En su recurso, solicita que se vea su caso y que se le 

concedan los beneficios porque tiene una familia con dos hijos y no 

tiene recursos para darle los alimentos y cubrir los gastos de ellos.  

El 17 de junio de 2024, este Foro emitió una Resolución para 

que la parte recurrida, Negociado de Seguridad de Empleo del DTRH, 

presentase su posición. El 8 de julio de 2024, la Oficina del 

Procurador General de Puerto Rico presentó su alegato, en el que 

nos solicitó que confirmemos la determinación del Secretario del 

DTRH. Basó su solicitud en la sección 4.5 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (LPAUG), Ley 

Núm. 38 de 30 de junio de 2017, según enmendada2. Además, 

arguyó que las decisiones de las agencias administrativas merecen 

la mayor deferencia judicial.  

Agregó, que el Departamento del Trabajo y Recursos Humanos 

es la agencia que tiene la pericia para interpretar la Ley de 

Seguridad de Empleo de Puerto Rico y su reglamento. Además, 

sostuvo que al ser razonable la determinación del Secretario del 

Trabajo, este foro apelativo está impedido de sustituir el criterio de 

la agencia.  

 
2 3 LPRA sec. 9675. 
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 Por otra parte, el 10 de julio de 2024, emitimos una Resolución 

en la cual concedimos a la parte recurrida un término para que 

sometiera copia certificada del expediente administrativo. A tales 

fines, el 18 de julio de 2024, la Oficina del Procurador General de 

Puerto Rico cumplió con la Resolución emitida. 

Con el beneficio de la comparecencia de las partes y 

examinados los autos originales, procedemos a disponer del recurso 

ante nuestra consideración. 

II. 

-A- 

La Ley Núm. 74 de 21 de junio de 1956, según enmendada, 

conocida como Ley de Seguridad de Empleo de Puerto Rico3, creó el 

Negociado de Seguridad de Empleo con el propósito de promover la 

permanencia de los obreros y empleados en los puestos de trabajo, 

facilitar las oportunidades de empleo mediante el mantenimiento de 

un sistema de oficinas públicas y proveer para el pago de 

compensación a las personas desempleadas por medio de la 

acumulación de reservas4. Ahora bien, esta ley fue aprobada con el 

propósito de evitar el desempleo y aliviar la carga que éste produce 

sobre el trabajador cesanteado y su familia, mientras se le ayuda a 

colocarse nuevamente en la fuerza laboral. 

Conforme a lo anterior, la Ley de Seguridad de Empleo de 

Puerto Rico5, establece un esquema remedial para favorecer a los 

desempleados6. Bajo este, la elegibilidad para recibir los beneficios 

por desempleo corresponde exclusivamente a los desempleados. 

 
3 29 LPRA sec. 704. 
4 29 LPRA sec. 701 et seq.; Véase, además, Castillo v. Depto. del Trabajo, 152 DPR 

91, 101 (2000). 
5 Íd. 
6 Castillo v. Depto. del Trabajo, supra, pág. 98. Véase, además, Avon Products, Inc. 
v. Srio. del Trabajo, 105 DPR 803, 808 (1977). 
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En lo aquí pertinente, la Ley de Seguridad de Empleo de Puerto 

Rico establece varios criterios de descalificación entre los que se 

encuentran los regulados por la Sección 4 (b) (7), a saber: 

(b) Descalificaciones. — Un trabajador asegurado no será 
descalificado para recibir crédito por semana de espera o 
beneficios por cualquier semana de desempleo a menos que, 
con respecto a dicha semana, el Director determine que: 
[…] 

(3) fue despedido o suspendido por conducta 
incorrecta en relación con su trabajo, en cuyo caso no podrá 
recibir beneficio por la semana en que fue despedido o 
suspendido y hasta que haya prestado servicios en empleo 
cubierto bajo esta ley o bajo la ley de cualquier estado de los 
Estados Unidos durante un período no menor de cuatro (4) 
semanas y haya devengado salarios equivalentes a diez (10) 
veces su beneficio semanal; 

-B- 

La revisión judicial de las decisiones finales de las agencias 

administrativas se realiza en virtud de la LPAUG7. En específico, la 

Sección 4.18 de la LPAUG dispone que las disposiciones del estatuto 

“serán aplicables a aquellas órdenes, resoluciones y providencias 

adjudicativas finales dictadas por agencias o funcionarios 

administrativos”9. Sobre este particular, el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico ha señalado que la revisión judicial persigue delimitar 

la discreción de los organismos administrativos para asegurar que 

el ejercicio de sus prerrogativas sea razonable y conforme a la ley10. 

Se afirma así que el principio rector en la revisión judicial de las 

determinaciones e interpretaciones de una agencia es el principio de 

la razonabilidad en la actuación de la agencia recurrida11. Por lo 

dicho, nuestra intervención se limita a tres áreas: (1) la concesión 

del remedio apropiado; (2) la revisión de las determinaciones de 

hecho conforme al criterio de evidencia sustancial; y (3) la revisión 

completa y absoluta de las conclusiones de derecho. Sección 4.5 

LPAUG12. 

 
7 3 LPRA secs. 9601 et seq. 
8 Íd. 
9 3 LPRA sec. 9671. 
10 Empresas Ferrer Inc. v. A.R.Pe., 172 DPR 254, 264 (2007). 
11 Díaz v. Fideicomiso Soc. y Autogestión, 188 DPR 32, 62 (2013). 
12 3 LPRA sec. 9675. 
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La jurisprudencia del derecho administrativo establece que 

las determinaciones de hechos consignadas por las agencias poseen 

una presunción de legalidad y corrección que los tribunales 

debemos respetar, mientras la parte que las refuta no presente otra 

prueba idónea13. “Esto significa que quien impugne la decisión 

administrativa tiene que presentar evidencia suficiente para 

derrotar esa presunción y no puede descansar en meras 

alegaciones”14. (Citas omitidas). Por ende, la parte que cuestione las 

determinaciones de hecho de una agencia debe demostrar que 

“existe otra prueba en el expediente que razonablemente reduzca o 

menoscabe el peso de tal evidencia, hasta el punto de que un 

tribunal no pueda, concienzudamente, concluir que la evidencia sea 

sustancial, en vista de la prueba presentada y hasta el punto que se 

demuestre claramente que la decisión [del organismo 

administrativo] no está justificada por una evaluación justa del peso 

de la prueba que tuvo ante su consideración”. (Citas omitidas)15. 

Consiguientemente, las determinaciones de hecho de una agencia 

se sostendrán si éstas se fundamentan en evidencia sustancial que 

conste en el expediente administrativo, considerado en su 

totalidad16. Para tales fines, la evidencia sustancial es aquella 

prueba relevante que una mente racional podría considerar como 

adecuada para sostener una conclusión17.  

En cuanto a las conclusiones de derecho de las agencias 

administrativas, la Sección 4.5 de la LPAUG, supra, dispone que 

éstas “serán revisables en todos sus aspectos por el tribunal”18. 

Ahora bien, esto no significa que “el tribunal pueda descartar 

ligeramente las conclusiones e interpretaciones de la agencia 

 
13 Batista, Nobbe v. Jta. Directores, 185 DPR 206, 215 (2012). 
14 Díaz v. Fideicomiso Soc. y Autogestión, supra, págs. 60-61. 
15 Batista, Nobbe v. Jta. Directores., supra, págs. 216-217. 
16 3 LPRA sec. 9675; Torres Santiago v. Depto. Justicia, 181 DPR 969, 1003 (2011). 
17 JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 187 (2009). 
18 3 LPRA sec. 9675. 
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gubernamental, sustituyendo el criterio de ésta por el propio”19. El 

Tribunal Supremo ha reconocido que la interpretación que una 

agencia realiza sobre la ley que administra y custodia merece gran 

respeto y deferencia por parte de los foros apelativos. Ello, por la 

experiencia y el conocimiento que éstas poseen sobre los asuntos 

que se les han delegado20. Al fin y al cabo, el organismo 

administrativo es el ente especializado, llamado a ejecutar la política 

pública promulgada en su ley habilitadora. Por lo dicho, las 

conclusiones de derecho que emita deben guardar conformidad con 

el mandato de la ley; y, si así ocurre, entonces serán sostenidas por 

el foro revisor. Díaz v. Fideicomiso Soc. y Autogestión21. Claro está, 

dicha deferencia cede cuando la interpretación de la agencia 

produce resultados incompatibles o contrarios al propósito del 

estatuto interpretado y a su política pública22.  

No obstante, lo anterior, la deferencia por parte de los 

tribunales ante las decisiones finales de los organismos 

administrativos cede cuando: “(1) la decisión no se basa en evidencia 

sustancial; (2) el ente administrativo erró en la aplicación de la ley o 

reglamento; (3) la agencia actuó de forma arbitraria, irrazonable o 

ilegal; o (4) la actuación administrativa afecta derechos 

fundamentales o conduce a la comisión de injusticias”. (Citas 

omitidas)23.  

III. 

Tras examinar la resolución recurrida, resolvemos que el 

Secretario del DTHR no incidió en su decisión de denegarle al 

recurrente los beneficios de seguro por desempleo. 

 
19 Calderón Otero v. C.F.S.E., 181 DPR 386, 397 (2011), que cita a P.R.T.C. v. J. 

Reg. Tel. de P.R., 151 DPR 269, 282 (2000). 
20 Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010). 
21 Díaz v Fideicomiso Soc. y Autogestión, 188 DPR 32, 62-63 (2013). 
22 Íd., págs. 941-942.  
23 Díaz v. Fideicomiso Soc. y Autogestión, supra, pág. 63.  
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En el presente caso no hay controversia sobre los hechos. La 

prueba en el expediente administrativo confirma que el señor Rivera 

Pérez incurrió en conducta constitutiva de hostigamiento sexual, 

además de infringir la Ley para la Prevención e Intervención con la 

Violencia Domestica24 y la Ley Contra la Venganza Pornográfica de 

Puerto Rico25, en el empleo.  

El señor Rivera Pérez admitió su conducta incorrecta en 

relación con su trabajo. En consecuencia, a base de la Sección 4 

(b)(3) de la Ley de Seguridad de Empleo de Puerto Rico, el NSE lo 

declaró inelegible para recibir los beneficios de compensación por 

desempleo. 

No cabe duda alguna de que la resolución recurrida es 

razonable, se basó en la prueba incontrovertida que obra en el 

expediente y en las disposiciones de la Ley de Seguridad de Empleo 

de Puerto Rico aplicables. Además, es pertinente destacar que, el 

recurrente no presentó otra prueba que obre en el expediente y que 

menoscabe el valor probatorio de aquella en que se basó la agencia 

para emitir la resolución impugnada. 

La determinación de la árbitra fue confirmada por el 

Secretario del Trabajo, que adoptó sus determinaciones de hecho y 

conclusiones de derecho. A base de la prueba recibida y aquilatada, 

la decisión administrativa no parece arbitraria, ilegal, caprichosa o 

irrazonable, por lo que debemos mostrar nuestra deferencia a la 

agencia. Por tanto, procede la confirmación de la determinación 

recurrida, debido a que el recurrente no rebatió la presunción de 

corrección de la determinación del Secretario al resolver que él no 

cualificaba para recibir los beneficios por desempleo. 

Colegimos que no se cometió el error señalado, y por ello, 

procede la confirmación de la determinación recurrida. 

 
24 8 LPRA secc. 601, et. seq. 
25 33 LPRA secc.1341, et. seq. 
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IV. 

 Por los fundamentos expresados, confirmamos la resolución 

recurrida. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

 
                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


